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                                                                                                                                                           Apelación sentencia



Dte.: FABRICIO BEDOYA


                                                                                                                                                           HERNANDEZ Y/O


                                                                                                                                                        Rad.: 2007-00190


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
            SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Octubre catorce del año dos mil nueve 

Acta número 539 de octubre 14 del año 2009 

Expediente 66001-31-03-004-2007-00190-01

Se resuelve el recurso de apelación (principal y adhesivo) interpuesto por las partes contra la sentencia proferida el 28 de octubre del año 2008 por el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad, dentro de este proceso ORDINARIO (de responsabilidad civil extracontractual), promovido por FABRICIO BEDOYA HERNÁNDEZ, ALBA ROSA HERNÁNDEZ, JOSÉ ALFREDO BEDOYA, HERMAN ANDRÉS y CLAUDIA PATRICIA BEDOYA HERNÁNDEZ en frente de MARÍA DALILA MEJÍA RINCÓN.
I. RESUMEN DE ANTECEDENTES :




  Ante el citado despacho judicial los demandantes, por conducto de apoderado, pidieron que con citación y audiencia de la demandada, se 
le declare civilmente responsable del accidente de tránsito ocurrido el 11 de diciembre de 2005, en el que resultó lesionado el primero de los nombrados y que, como consecuencia de ello, se le ordene pagar las siguientes sumas de dinero:

a.) Por concepto de daños materiales y daño emergente; i) a favor del señor Fabricio Bedoya Hernández la suma de $600.000.00 m/c., que corresponden al valor cubierto por la reparación de la motocicleta, y la suma de $1.600.000.00 correspondiente al del tratamiento odontológico; ii) a favor de Alba Rosa Hernández, $1.336.393.00 por el tiempo que debió abandonar su empleo para dedicarse al cuidado de su hijo Fabricio, por las lesiones que padeció.

b.) Por concepto de perjuicios morales a favor de Fabricio Bedoya Hernández, el equivalente a 100 SMLMV  a la ocurrencia del hecho; y para sus padres Alba Rosa Hernández y José Alfredo Bedoya, así como para sus hermanos Herman Andrés y Claudia Patricia Bedoya Hernández, el equivalente a 50 SMLMV, para cada uno. 

c.) Por concepto de daño fisiológico a favor de Fabricio Bedoya Hernández, el equivalente a 100 SMLMV, con la indexación del IPC al momento en que se realice la condena. 

Lo hechos básicos de las anteriores pretensiones se resumen así:

1.) El día 11 de diciembre de 2005 a las 01:00 horas, frente a la telefónica de Panorama I, barrio Cuba de esta ciudad, el señor Fabricio Bedoya Hernández fue atropellado por el vehículo automotor tipo camioneta, modelo 1990, con placas MZA 585, de propiedad de la señora María Dalila Mejía Rincón, sin que se haya logrado determinar con precisión quién conducía el automotor al momento del accidente.

2.) El accidente se ocasionó cuando por causa del desnivel que presentaba la vía por donde se desplazaba el señor Bedoya Hernández en la motocicleta con placas SFP 93 que conducía, cayó de la moto, siendo arrollado posteriormente por la camioneta, ocasionándole lesiones en cara y diferentes partes del cuerpo; también la motocicleta en que se desplazaba sufrió daños considerables que debieron ser objeto de reparación. 

3.) Como consecuencia de las lesiones sufridas en el  accidente, el afectado fue intervenido quirúrgicamente en cinco ocasiones, por cuanto sufrió rompimiento de fémur, fractura de pelvis, fractura de cadera, trauma cerrado de abdomen, y en la cara padeció excoriaciones y perdió parte de su dentadura, lo que le determinó una incapacidad de 120 días, con secuelas de grandes cicatrices.

5.) Durante el tiempo de su convalecencia el señor Bedoya Hernández, requirió ayuda permanente de una tercera persona, obligando a que su señora madre se retirara temporalmente del trabajo, para acompañar y ayudar a su hijo en su recuperación, y por tanto, por el término de tres meses y medio, dejó de percibir su salario equivalente al mínimo legal mensual vigente.

6.) Las lesiones sufridas por motociclista, han generado daños materiales y morales tanto a él, como a sus padres y hermanos; lo han dejado imposibilitado de por vida para practicar deportes como el fútbol y el atletismo, a los cuales era aficionado desde su infancia. Su cuerpo tampoco había sido sometido a cirugías, lo cual hizo que perdiera su estética y la capacidad física que ostentaba.

Con su libelo el actor acompañó numerosa documentación referente a la historia clínica del lesionado, registros civiles para demostrar parentesco, certificado de tradición del vehículo con placas MZA 585, copias de actuaciones de interrogatorio de parte, solicitud de conciliación prejudicial, y constancia de no conciliación expedida por el Centro de Conciliación, Arbitraje y Amigable Composición de la Universidad Libre de Pereira.

La demanda fue admitida por auto de septiembre 28 del año 2007, el mismo que fue notificado personalmente a la parte demandada según diligencia obrante a folio 80.
Por conducto de apoderado judicial, se contestó la demanda para referirse a los hechos, oponerse a las pretensiones, solicitar pruebas como la obtención del resultado de la alcoholemia del demandante, recepción de testimonios, etc.
La audiencia de conciliación se surtió sin resultados positivos.
Se abrió a pruebas el proceso con la práctica de medios de variada índole, entre ellos, documental, testimonial, interrogatorio de parte y dictamen pericial, que conforman los cuadernos 2, 3 y 4 del expediente. 

La fase de alegatos transcurrió con el pronunciamiento de ambas partes, que insistieron en la acogida favorable a sus peticiones, luego de lo cual sobrevino el fallo respectivo en el que se aceptaron en buena parte las súplicas de la demanda, lo que originó el recurso de apelación de la parte demandada, y la adhesión de la demandante.  

II. MOTIVACIONES DEL A-QUO E INCONFORMIDAD DE LOS RECURRENTES:

A) El juez a-quo, luego de dar por cumplidos los presupuestos procesales y de hacer un análisis de los elementos propios de este tipo de responsabilidad, y de las pruebas obrantes en el expediente, llegó a la conclusión inicial que no existe duda que con la camioneta involucrada se causaron las lesiones al demandante, pues su identificación proviene de un testigo presencial del accidente, que declaró bajo la gravedad del juramento y cuyas manifestaciones no fueron controvertidas por ningún medio probatorio idóneo.  

Sostiene el fallador de primera instancia, que a causa de un desnivel existente en la vía por donde el demandante transitaba, éste cayó de la motocicleta que conducía, y que con posterioridad a ello, fue arrollado por la camioneta involucrada, sin que se detuviera para recibir de su conductor algún auxilio, hecho que descarta la figura de la colisión de actividades peligrosas, pues para que se presente, dichas actividades deben haber jugado un papel activo en la producción del daño, y para el caso, el demandante fue lesionado cuando ya no conducía su motocicleta, convirtiéndose en un elemento pasivo de la actividad del conductor de la camioneta, y por tanto la culpa se presume frente a éste último, presunción que solo puede destruirse por medio de la prueba positiva de una causa extraña (fuerza mayor o caso fortuito, culpa de la víctima o hecho de un tercero). 

Frente a la hipótesis de la demandada, cuando afirma que el conductor de la motocicleta estuvo ingiriendo licor antes del accidente, el a quo consideró que, no existiendo el examen de embriaguez, no puede determinarse si el demandante estaba embriagado, y si lo estaba, en qué grado. 

A continuación, el funcionario se concentra en el análisis de los perjuicios reclamados. Así, respecto de los materiales los tasa en la suma de $2.153.795.00 a favor de Fabricio Bedoya Hernández y la suma de $1.774.743.00 a favor de Alba Rosa Hernández, tasación de perjuicios materiales que se realiza con fundamento en la prueba pericial decretada de oficio por el Juzgado. En lo relativo al daño moral y luego de analizar los diversos testimonios aportados en el curso del proceso, llega a la conclusión que la lesión del señor Fabricio Bedoya Hernández, obviamente generó un dolor y sufrimiento en él y en su familia, razón con la cual procede, con base en el arbitrio judicis, a reconocer por perjuicios morales a Fabricio la suma de $7.000.000 y a sus padres José Alfredo y Alba Rosa la suma de $5.000.000.00, para cada uno, no así para sus hermanos. 

B) Los apoderados de las partes, a su turno, en escritos presentados tanto en primera como en esta instancia, impugnaron y manifestaron su inconformidad frente a la decisión.

El de la demandada insistiendo en la culpa exclusiva de la víctima, como conductor de un aparato también peligroso, y dirigiendo una fuerte crítica al testimonio del señor Julián González Salazar a quien considera sospechoso y, por tanto, no digno de credibilidad.

El de los demandantes considera, de su parte, que no existe un motivo válido para que el fallador haya excluido a los hermanos del reconocimiento al daño moral al que tienen pleno derecho.



 El recurso ha sido tramitado conforme a la ley y para resolverlo se expresan las siguientes

III. CONSIDERACIONES DE LA SALA :

Los presupuestos procesales están correctamente cumplidos.
También la legitimación de las partes supuesto que los demandantes comparecen para reclamar los perjuicios propios que dicen haber sufrido con ocasión del accidente de tránsito ocurrido el 11 de diciembre del año 2005, el primero, como víctima directa, y los segundos como sus parientes más cercanos, en su condición de víctimas de “rebote” ó “contragolpe”.
 Y como demandada, la señora María Dalila Mejía Rincón, en su calidad de propietaria del vehículo (camioneta), marca Mazda, de placas MZA-585, causante del daño, lo que permite presumir su condición de guardián jurídico del susodicho aparato.
Una observación liminar y detenida de todo lo actuado en este proceso le permite a la Sala afirmar de entrada que las consideraciones que hizo el juez a-quo para proferir fallo en contra de la demandada, están bien fundadas, con acopio de buenas razones, que, salvo precisiones que al final se harán respecto de algunas de sus motivaciones y del monto de los perjuicios, la hacen confirmable en esta instancia habida cuenta que no erró al deducir la responsabilidad de la señora Mejía Rincón puesto que el análisis de la prueba testimonial –en especial la declaración del señor Julián González Salazar- estuvo acertado máxime si se tiene en cuenta que, como bien lo afirma el funcionario, fue testigo presencial de los hechos y tuvo el buen cuidado de anotar al instante el número de la placa del vehículo que causó el accidente y huyó del lugar de los hechos.
Y aunque dicho testimonio ha sido fuertemente cuestionado por el apoderado judicial de la demandada, su ataque es vano, porque no debe perderse de vista que se trata de un testigo de primera mano, que desde el principio de los acontecimientos, y mucho tiempo después de ocurridos, intervino en forma positiva para coadyuvar a su esclarecimiento y no se ha observado en él el ánimo avieso de falsear la verdad sino, todo lo contrario, en colaborar para que se haga justicia. Además, su versión coincide con lo nota puesta poco después de ocurridos los hechos, por parte del Agente de la Policía Nacional, Julián Valencia López,  que aparece a folio 71 del cuaderno #2, en el sentido de el accidente fue causado por “una camioneta tipo estacas color roja de placas supuestamente MZA 585 la cual se dio a la fuga”, características que corresponden a las del vehículo de propiedad de la demandada.
Pero es más: no siempre que concurren sendas actividades peligrosas a la causación del daño desaparece la presunción de culpa. No. Previa comprobación de la potencialidad dañina que están en capacidad de generar cada una de las máquinas involucradas en el accidente, el juez, en aras de los principios de equidad y justicia que inspiran la doctrina de la responsabilidad civil extracontractual, bien puede, con la ponderación del caso, conservar esa presunción en cabeza del demandado si el vehículo que éste conducía al momento del accidente tenía posibilidad de causar mayor daño.

Así lo resolvió la H. Corte en  un caso similar (un choque de una moto contra un bus), cuando dijo:

“..Por supuesto que cuando un daño se produce por la concurrencia de sendas actividades peligrosas (la de la víctima y la del agente), en lugar de colegir maquinalmente la aniquilación de la presunción de culpa que favorece al damnificado, el juez deberá establecer si realmente a ella hay lugar en el caso concreto, juicio para cuya elaboración deberá tomar en consideración la peligrosidad de ambas, la incidencia de cada una en el percance o la virtualidad dañina de la una frente a la otra (examinando si) existía cierta equivalencia en la potencialidad dañina de ambas, pues de no darse esa correspondencia, gravitará siempre a favor de la víctima la presunción de que el demandado fue el responsable del perjuicio cuya reparación demanda..”
 

No es difícil aquí, en este caso concreto, y acatando las anteriores pautas, seguir gravando al demandado con la citada presunción pues vistas las diversas probanzas que obran en autos no hay duda que la camioneta “Mazda”, de placas MZA-585, para transporte de carga, está en capacidad de generar mayor daño que la motocicleta de 100 centímetros cúbicos en que se movilizaba la víctima. 

Todo lo anterior indica que no está llamada a prosperar la defensa expuesta por la parte demandada, basada en una supuesta culpa de la víctima, o en un caso fortuito, porque lo que hubo allí fue simple y llanamente una concausa del accidente que obliga a la reducción prudencial que prevé el art. 2357 del C. Civil, sin que tampoco sean de recibo las consideraciones que en el punto hizo el juzgador de primer grado, según la corrección pertinente que al final se hará.
Ahora bien: en lo atinente a los perjuicios propiamente dichos, se tiene que el juez solamente reconoció los materiales relativos al daño de la dentadura que sufrió la víctima directa y que fueron plenamente establecidos con el reconocimiento de documento y la declaración rendida en esta instancia por el señor William Duque, los cuales debidamente reajustados, se tasaron en la suma de $2.153.795. La Sala encuentra atendible dicha fijación y por ello procederá a respaldar ese punto específico.
En lo que respecta a la indemnización a favor de la señora Alba Rosa Hernández, madre de la víctima, quien debió abandonar su empleo y dedicarse por un tiempo al cuidado de su hijo, mientras obtenía su recuperación, también se ve ajustada a derecho la suma de $1.774.743.oo, debidamente indexada, y con el interés que allí se fijó, todo lo cual merece el aval de esta instancia por encontrarse debidamente probado con la declaración del señor Juan Carlos Moncada Escobar, empleador, y el dictamen pericial del cuaderno #4.
Un aval similar cabe extender a los perjuicios morales señalados por el a-quo, que con ponderación y equilibrio tasó en la suma de $7.000.000 para la víctima directa y $5.000.000 para cada uno de sus padres, lo que concuerda con el buen derecho, porque no es descabellado pensar que quien a causa de un accidente padece fracturas de diverso orden que dificultan su desplazamiento en condiciones normales, y pierde gran parte de su dentadura, ve afectada su siquis, su entorno emocional que, a no dudarlo, lo pueden conducir en muchas ocasiones a estados de depresión y tristeza, no sólo a él sino también a sus padres.
No sucede lo mismo en el caso de los hermanos, como erradamente lo reclama el apoderado de los actores, no propiamente por lo que sostiene el juez de la causa (que, afirma, “se debe respetar el llamamiento sucesoral.. que prefiere los de más cercano parentesco y excluye a quienes están en grado inferior..) sino porque no hay la misma intensidad del afecto y, especialmente, porque no está probado que ellos hubiesen recibido un verdadero perjuicio moral por el accidente de su hermano Fabricio y tampoco hay bases racionales ni lógicas para edificar una presunción que dé pie a este tipo de indemnización en su favor que, apropiado es recordarlo, funciona a manera de paliativo o de “compensación satisfactoria”, no como fuente de indebido enriquecimiento.  
Una reflexión especial merecen los llamados “perjuicios fisiológicos” que el juez a-quo, apoyado en la prueba testimonial que en verdad se refiere con precisión al tema, valoró en la suma de $7.000.000 bajo el entendido que por la naturaleza del daño sufrido por la víctima se afectaban sus “actividades placenteras”, o su vida de relación en que normalmente se mueve, particularmente cuando se menoscaba el “desenvolvimiento que el afectado tiene en el entorno personal, familiar o social (o) se manifiesta en impedimentos, exigencias, dificultades, privaciones, vicisitudes, limitaciones o alteraciones, temporales o definitivas de mayor o menor grado que él debe soportar o padecer, las cuales, en todo caso, no poseen  un significado o contenido monetario, productivo o económico..”

Y es un concepto jurídico que, aunque relativamente nuevo, también ha sido acogido por esta Corporación en sentencia del 2 julio del corriente año, con ponencia de la Dra. Claudia María Arcila Ríos,
 fallos a los cuales nos remitimos en gracia de la brevedad, pero que citamos para prohijar la argumentación del a-quo.
REDUCCION DE LA INDEMNIZACIÓN:
Es evidente –así lo ha recalcado el apoderado de la demandada- que el actor Fabricio Bedoya Hernández al momento del accidente también ejercía una actividad peligrosa, como lo es la conducción de motocicletas y que lo hacía después de haber consumido bebidas alcohólicas, así sea en mínima cantidad como él mismo lo reconoce. Ello quiere decir, en términos de equidad, que si la actividad es la misma y supone riesgos para el uno, también los debe suponer para el otro, así los vehículos no estén en plano de igualdad ni tengan la misma potencialidad dañina porque –he ahí el quid del asunto- el actor lo hacía después de haber consumido licor, lo que no admite ninguna justificación al decir del literal D del art. 131 de la Ley 769 del 2002 (Código Nacional de Tránsito Terrestre).
Siendo ello así, forzoso resulta aceptar también que, al tenor de lo dispuesto por el art. 2357 del C. Civil, la apreciación del daño que se le endilga a la demandada, está sujeta a reducción, no a su eliminación total (como lo alega el apoderado recurrente), por la razón muy clara de que la culpa de la víctima no fue la causa principal ni relevante del daño, y por lo mismo no la absorbe, pero que de todas maneras, con la actividad que desplegaba, contribuyó al desenlace lamentable. En ese sentido se rectifica el criterio de la primera instancia.

  Esa reducción que, como bien se sabe, está al prudente arbitrio del juzgador, se hará en un treinta por ciento (30%) y se descontará al momento del pago del monto de todos los perjuicios materiales y morales fijados en la primera instancia.

IV. 
CONCLUSIONES Y FALLO.

Se confirmará, en consecuencia, el fallo apelado pero con la reducción de la indemnización que se mencionó líneas atrás.

No hay costas de segunda instancia porque el recurso principal prosperó en lo esencial de su argumentación ( es decir, en el sentido de que también hubo culpa de la víctima). Art. 392 numeral 4 del C. de P. Civil.
En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E :
1º.) SE CONFIRMA el fallo proferido el 28 de octubre del año 2008 por el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad, dentro de este proceso ORDINARIO (de responsabilidad civil extracontractual), promovido por FABRICIO BEDOYA HERNÁNDEZ, y otros en frente de MARÍA DALILA MEJÍA RINCÓN, con la siguiente modificación:

Con base en lo dispuesto por el artículo 2357 del C.C., SE ORDENA reducir en un 30%, al momento del pago, el monto de todas las indemnizaciones fijadas, las cuales quedarán, en consecuencia, concretadas así: 

· Por concepto de daños materiales: a favor de FABRICIO BEDOYA HERNANDEZ: $1.507.656.50; a favor de ALBA ROSA HERNANDEZ: $1.242.320.10.
· Por concepto de daños morales: a favor de FABRICIO BEDOYA HERNANDEZ: $4.900.000.00; a favor de ALBA ROSA HERNANDEZ Y JOSE ALFREDO BEDOYA: $3.500.000.00 para cada uno.
· Por concepto de daños fisiológicos: a favor de FABRICIO BEDOYA HERNANDEZ: $4.900.000.00
2º.) Sin costas en esta instancia, por lo dicho en la parte motiva (artículo 392-4 del C.P.C.).
COPIESE Y NOTIFIQUESE :

Los Magistrados,




  Gonzalo Flórez Moreno
Jaime Alberto Saraza Naranjo    
    Fernán Camilo Valencia López
� Ver folios 14 a 73 del cuaderno principal.


� Sentencia de abril 8 de 1980. Código Civil de Legis, pág. 1044


� “Jurisp---y Doctrina”, año 1999, pág. 984. sentencia de mayo 5 de 1999.


� Sentencia 1997-09327 de mayo 13 del 2008 con ponencia del Dr. César Julio Valencia Copete.


� Expediente 66001-31-03-005-2004-00218-03
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